LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

Decreto: 17824
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A la comisión de Hacienda y Presupuestos, le fue turnada para su estudio y dictamen, la iniciativa de decreto que reforma los artículos 112 y 113 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, presentada por el Diputado Victor Badillo Martínez, integrante de esta  LV  Legislatura a efecto de que se establezca con claridad, que sea el adquirente el sujeto del pago del impuesto sobre transmisiones Patrimoniales y para lo cual nos permitimos hacer las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S


I.-  Que a la Comisión de Hacienda y Presupuestos, le compete conocer de los asuntos relacionados con al expedición de leyes hacendarias generales del Estado y de los municipios o adiciones, modificaciones o enmiendas a leyes que se encuentren vigentes, así como los que atañen a las leyes de ingresos del Estado y de los municipios;

II.-  Que el Diputado Victor Badillo Martínez en uso de la atribución  que le otorga la fracción I, del artículo 28 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como los artículos 11 y 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la entidad, presentó iniciativa de decreto que reforma los artículos 112 y 113 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco y en dicha iniciativa expresa, entre otros los siguientes razonamientos;


En el artículo 31 fracción IV, de la Constitución General de la República, se establece la obligación por parte de los mexicanos, de contribuir al gasto público de la federación, del Estado y del Municipio, y se determina también el régimen de legalidad a que se sujeta tal obligación.  En este sentido, resulta que una de las características de las contribuciones, derivada del precepto constitucional aludido debe ser la que corresponde al llamado principio de “reserva de ley”, según el cual los elementos de las contribuciones tales como el Objeto, los Sujetos, la Base y la Tasa o Tarifa, deben estar claramente establecidos en las leyes emanadas de cualquier órgano legislativo con la finalidad de garantizar la seguridad jurídica de los gobernados frente a su obligación de contribuir al gasto público en todos los niveles de gobierno. 

En el caso del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales previsto en el capítulo VII, del Título Primero, del Libro Segundo de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, sucede que no existe claridad ni precisión en cuanto a la determinación de los Sujetos obligados al pago, porque el texto del artículo 113 de la referida Ley, en el que se pretende establecer ese elemento del impuesto, es ambiguo en su redacción al no determinar de manera clara y precisa el Sujeto obligado al pago del impuesto correspondiente.


Efectivamente, el artículo 113 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, señala textualmente lo siguiente: Son sujetos de este impuesto, las personas físicas o morales que realicen cualquiera de los supuestos señalados en el artículo anterior.


Por su parte, el artículo 112 de la propia Ley de Hacienda, establece como objeto del impuesto la Transmisión o Adquisición de la propiedad o de derechos de copropiedad, por cualquiera de los actos jurídicos enunciados a lo largo de sus quince fracciones.  Sin embargo, de una lectura atenta al contenido de este artículo, se desprende que en la mayoría de las situaciones intervienen dos o más Sujetos, puesto que se refiere a actos por los cuales se transmite o adquiere la propiedad o derechos de copropiedad sobre bienes inmuebles, de lo que se deduce que normalmente existe un sujeto que enajena y otro que adquiere el derecho. 


De esta manera el citado artículo 113, al obligar al pago del impuesto a las personas físicas o morales que realicen cualquiera de los supuestos señalados en el artículo inmediato anterior, se deja en la oscuridad cual es el Sujeto que queda obligado ante la obligación tributaria: si es el que adquiere o lo es el que enajena el derecho de propiedad.  Otra interpretación que podría darse al contenido del mismo artículo, estaría en el sentido de obligar al pago a todos los Sujetos que intervengan en el acto jurídico del cual deriva el hecho generador, para lo cual sería necesario acudir a los supuestos previstos en el artículo 30 de la propia Ley de Hacienda Municipal en sus fracciones I y IX, de las cuales se desprende la responsabilidad solidaria de ambas partes.  Sin embargo, aun cuando las reglas previstas para la responsabilidad solidaria podrían resolver debidamente la cuestión, la definición de los Sujetos en la ley sería vaga e imprecisa, ya que no quedaría claro si el hecho generador que se grava es la transmisión o bien la adquisición. 



Dicho de otro modo, en la celebración de un contrato de compraventa, que podríamos considerar como el acto típico de transmisión de dominio, no se precisa si el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales debe ser pagado por el vendedor, por el comprador o por ambos.  Esto es así porque el artículo 113 de la Ley de Hacienda Municipal señala como Sujetos, en abstracto,  a las personas físicas o jurídicas que realicen la situación Objeto del impuesto y, si consideramos que la compraventa se encuentra contemplada, para efectos del impuesto, en la fracción I, del artículo 112 de la Ley de Hacienda Municipal, en el cual se establece como Objeto del impuesto todo acto por el que  se transmita la propiedad, podríamos concluir que, al intervenir en la compraventa una parte que compra y otra que vende, ambas resultarían obligadas al pago del impuesto.


Aún cuando de las reglas establecidas en el artículo 30 de la propia Ley de Hacienda Municipal, para los casos de responsabilidad solidaria, en particular en las previstas en las fracciones I y IX, de desprende una clara intención del legislador de hacer solidariamente responsable al transmitente en el caso de transmisiones patrimoniales y, por tanto, de erigir en deudor principal al adquirente, el hecho de que el artículo 112 aluda a los actos de adquisición o transmisión de propiedad en forma indistinta, y de que el artículo 113 considere como Sujetos obligados al pago del impuesto a todos aquellos que realicen los actos señalados en el artículo 112 sin determinar si se refiere al adquirente o al enajenante, es un elemento de confusión que ha motivado la interposición de diversas demandas de amparo en las cuales los quejosos alegan la indefinición de los Sujetos, existiendo ya antecedentes de Jurisprudencia por inconstitucionalidad de aquellos impuestos cuyos elementos no se encuentren expresa, clara y suficientemente establecidos en la ley.


Así, sin prejuzgar sobre la procedencia de tales demandas de garantías, pero con la intención de clarificar el sentido de la ley, resulta pertinente la reforma que se propone, de manera que sea precisamente el adquirente el Sujeto del impuesto, dejando como obligado solidario, en los términos del artículo 30 de la propia Ley de Hacienda Municipal, a quien se transmite la propiedad o el derecho respectivo, esto es así porque en algunos de los supuestos a que se refiere el artículo 112, no existe necesariamente intervención de una persona que enajena, como es el caso de la usucapión o prescripción adquisitiva, porque también se encuentran gravadas enajenaciones a título gratuito, en las cuales resultaría ilógico e injusto que se gravara al enajenante y no al adquirente.  Pero además, porque las reglas previstas para establecer la responsabilidad solidaria se orientan en ese sentido.


Lo anterior no impediría que contractualmente las partes que intervienen en la operación de enajenación y adquisición de derechos sobre bienes inmuebles pudieran disponer de común acuerdo, que la parte que enajena se haga cargo total o parcialmente del pago del impuesto, sin perjuicio de que la parte que adquiere el derecho deba, legalmente responder ante la autoridad fiscal por el cumplimiento de la obligación tributaria.


III.-  Que del estudio y análisis realizado a la iniciativa que nos ocupa, los integrantes de la Comisión de Hacienda y Presupuestos, son coincidentes con la iniciativa en comento, toda vez que en las leyes de ingresos para el ejercicio fiscal de 1999, ya se determina con precisión el sujeto que debe asumir la carga tributaria y máxime que existen amparos tramitados reclamando la aprobación y expedición de los artículos 112 y 113, de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, relativos a la regularización del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonial precisamente por no determinar con claridad el sujeto obligado al pago del impuesto.


Así mismo la Comisión que dictamina juzga conveniente reformar el artículo 117 de la referida Ley de Hacienda del Estado, para que sea congruente con las modificaciones que se pretenden realizar a los artículos 112 y 113 de la ley antes mencionada, por lo que concluyen que:

a).-  Los elementos de las contribuciones tales como el objeto, los sujetos, la base y la tasa o tarifa, deben estar claramente establecidos en las leyes, con la finalidad de garantizar la seguridad jurídica de los gobernados frente a su obligación de contribuir al gasto público en todos los niveles de gobierno.


b).-  Toda ley hacendaria debe señalar con claridad y precisión todos los elementos de la contribución, de manera que de una simple lectura de la misma, el contribuyente pueda conocer el Objeto o hecho generador de la obligación tributaria, la base de tributación, la Tasa o Tarifa aplicable, y quién es el obligado, sin necesidad de recurrir a laboriosas interpretaciones o a fuentes distintas de la Ley evitándose al mismo tiempo un permisivo margen de arbitrariedad para la autoridad fiscal que terminaría ejerciendo facultades que la constitución reserva al Poder Legislativo.


c).-  La definición de los sujetos, debe resolverse dotando al texto legal de una mayor claridad, de manera que resulte incuestionable el respeto a los principios de legalidad tributaria y de seguridad jurídica de los contribuyentes.


d).-  Se debe dejar en claro que es precisamente el adquirente el sujeto obligado al pago del impuesto, dejando como obligado solidario, en los términos del artículo 30 de la propia Ley de Hacienda Municipal a quien se transmite la propiedad o el derecho respectivo, esto es así porque en algunos de los supuestos a que se refiere el artículo 112, no existe necesariamente intervención de una persona que enajena, como es el caso de la usucapión o prescripción adquisitiva, porque también se encuentran gravadas enajenaciones a título gratuito, en las cuales resultaría ilógico e injusto que se gravara el enajenante y no al adquirente.  Pero además, porque las reglas previstas para establecer la responsabilidad solidaria se orientan en ese sentido. 


e).- Se debe reformar el artículo 117 de la Ley de Hacienda Municipal para que sea congruente con los artículos 112 y 113 de la referida ley.


En mérito de lo expuesto y con fundamento en los artículos 93 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, sometemos a la elevada consideración de la Asamblea, el siguiente proyecto de: DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 112, 113 Y 117 DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL  DEL ESTADO  DE  JALISCO.
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